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3. El precio máximo de venta al público. antes de
impuestos. de los suministros de gases licuados del
petróleo por canalización, incluirá adicionalmente al tér­
mino variable calculado según lo establecido en los pun­
tos anteriores, un término fijo, cuya cuantía se establece
actualmente en 198 pesetas por mes y que será revisada
simultáneamente a la actualización de los costes de
comercialización a que se refiere el punto anterior.

4. Los costes de comercialización desde la entrada
en vigor del sistema establecido en la presente Dispo­
sición y hasta la fecha de revisión prevista en el apartado
octavo, para los gases licuados del petróleo a granel,
en destino, suministrado por los «Operadores de GLP»
autorizados a las Empresas distribuidoras de GLP por
canalización se fijan en 27,5 pesetas por kilogramo.

5. El coste de comercialización referenciado en el
punto anterior será revisado anualmente, en el primer
trimestre de cada año y simultáneamente con lo esta­
blecido en el punto 2 de este apartado, por Orden del
Ministerio de Industria y Energía, previo informe de la
Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Econó­
micos y Acuerdo del Consejo de Ministros.

Quinto.-Los precios máximos determinados según
el procedimiento establecido en los apartados anteriores
no incluyen el Impuesto sobre el Valor Añadido, ni la
repercusión del Impuesto Especial sobre Hidrocarburos
procedentes, que se repercutirán separadamente en las
correspondientes facturas.

Sexto.-La Dirección General de la Energía del Minis­
terio de Industria y Energía efectuará los cálculos para
la aplicación del sistema establecido en la presente
Orden, y dictará las Resoluciones correspondientes que
se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado». .

La primera Resolución se publicará con anterioridad
al día 16 de noviembre de 1993, y las sucesivas deter­
minaciones de precios máximos tendrán lugar el tercer
martes de cada mes.

Séptimo.-Los precios resultantes de la aplicación del
sistema establecido en los apartados anteriores se apli­
carán a los suministros pendientes de ejecución el día
de su entrada en vigor, aunque los pedidos correspon­
dientes tengan fecha anterior.

A estos efectos, se entiende por suministros pendien­
tes de ejecución aquellos que aún no se hayan realizado
o se encuentren en fase de realización a las cero horas
del día de entrada en vigor de la correspondiente Reso­
lución.

Las facturaciones de los consumos correspondientes
a los suministros de GLP por canalización medidos por
contador. relativas al período que incluya la fecha de
entrada en vigor de las correspondientes Resoluciones
se calcularán repartiendo proporcionalmente el consumo
total correspondiente al periodo facturado a los días ante­
riores y posteriores a cada una de dichas fechas. apli-

Componentes del coste de comerciarrzación

Preámbulo

La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce­
dimiento Administrativo Común, establece en su dispo­
sición adicional tercera que, reglamentariamente, y en
el plazo de seis meses, se adecuarán a la misma las
normas reguladoras de los distintos procedimientos
administrativos. cualquiera que sea su rango, y seña­
lando expresamente efectos estimatorios o desestimato­
rios que se produzcan por la falta de resolución expresa.

Igualmente la Ley 7/1993, de 22 de junio, dictada
por la Asamblea de Madrid, autoriza, en el artículo 1,
al Consejo de Gobierno para que, en consonancia con
la disposición adicional tercera citada, adecue a la
Ley 30/1992. de 26 de noviembre, las normas de rango
legal de la Comunidad de Madrid, reguladoras del pro­
cedimiento administrativo.

Siendo necesaria la adaptación de los procedimientos
de gestión de personal a la referida Ley estatal, se ha
considerado que la misma debe producirse exclusiva­
mente en relación con dos aspectos procedimentales,
cuya concreción, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
remite a las normas reguladoras de los distintos pro­
cedimientos administrativos, que son el plazo máximo
para resolver y los efectos estimatorios o desestimatorios
de los actos presuntos.

26957 DECRETO 78/1993, de 26 de agosto. por el
que se procede a la adaptación de los pro­
cedimientos en materia de gesión de personal
a la Ley de Régimen Jurídico de las Admi­
nistraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

COMUNIDAD AUTONOMA
DE MADRID

Ilma. Sra. Directora general de la Energía.

cando a los consumos resultantes del reparto los precios
que correspondan a las distintas Resoluciones aplicables.

Las Empresas distribuidoras de GLP por canalización
adoptarán las medidas necesarias para la determinación
de los consumos periódicos efectuados por cada uno
de sus clientes, a efectos de proceder a la correcta apli­
cación de los precios de los GLP por canalización a que
se refiere la presente Orden.

Octavo.-La primera revisión de los costes de comer­
cialización tendrá lugar en el primer trimestre de 1995.

Noveno.-La presente Orden entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Esta­
do», siendo de aplicación el sistema que la misma esta­
blece a partir del día 16 de noviembre de 1993.

DISPOSICION DEROGATORIA

Unica.-Quedan derogadas cuantas disposiciones de
igualo inferior rango se opongan a lo dispuesto en la
presente Orden.

Lo que comunico a V. l. para su conocimiento y
efectos.

Madrid, 5 de noviembre de 1993.
EGUIAGARAY UCELAY

Criterios de actualización porcentual
de variación de

Tarifa eléctrica industrial
aplicable.

lndice de precios industria­
les (IPRI).

de Media aritmética de IPC e
IPRI.

La referencia orientativa
será la del tipo de interés
preferencial a tres años
publicado por el «Boletín
Económico del Banco de
España».

Costes fijos y gastos
distribución.

Costes de capital.

Gastos variables en facto­
ría.

Otros costes variables.
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En relación con el plazo maxlmo para resolver, se
ha estimado como suficiente, con carácter general, el
plazo de tres meses previsto en el artículo 42.2 de la
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi­
cas y del Procedimiento Administrativo Común, y por
lo que a los efectos estimatorios o desestimatorios de
los actos presuntos se refiere, se ha optado por otorgar
efectos desestimatorios solamente a aquellos que pue­
dan comprometer, directa o indirectamente, créditos
presupuestarios.

Un tratamiento específico se concede a los proce­
dimientos de resolución de solicitudes de autorización
de compatibilidad, previstos en la normativa básica esta­
tal. Por un lado, porque el plazo máximo de resolución
de esos procedimientos ya está precisado en esa nor­
mativa estatal desplazando el general de tres meses de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. Y por otro, porque
las competencias de desarrollo legislativo, que la Comu­
nidad de Madrid ostenta, en materia de incompatibili­
dades del personal al servicio del Sector Público de la
misma, así como las derivadas de sus potestades de
autoorganización, le habilita a precisar aquellos aspectos
sobre los cuales la normativa básica estatal no se pro­
nuncia, como es el efecto estimatorio o desestimatorio
de los actos presuntos.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado
y a propuesta del Consejero de Hacienda y previa deli­
beración del Consejo de Gobierno, en su reunión de 26
de agosto de 1993, dispongo:

Artículo único.-1. Los procedimientos administra­
tivos en materia de gestión de personal se someterán
a lo establecido con carácter general en la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi­
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, sin perjuicio de lo establecido en los apartados
siguientes.

2. Los procedimientos de selección de personal, así
como los de provisión de puestos de trabajo, se regirán
por su normativa específica.

. 3. Transcurrido el plazo máximo de resolución que
a continuación se indica, sin que el órgano competente
hubiera dictado resolución expresa, se podrán entender
desestimadas las solicitudes formuladas por los intere­
sados, en los siguients procedimientos:

Reconocimiento de trienios. Plazo de resolución: Un
mes.

Concesión de préstamos. Plazo de resolución: Un
mes.

Prestaciones asistenciales: Plazo de resolución: Tres
meses.

Reconocimiento de servicios previos. Plazo de reso­
lución: Dos meses.

Jubilaciones, en sus diferentes modalidades. Plazo
de resolución: Un mes.

Reconocimiento del grado personal. Plazo de reso­
lución: Un mes.

Integración de funcionarios públicos en Cuerpos y
Escalas o Especialidades. Plazo de resolución: Tres
meses.

Reingreso al Servicio activo de funcionarios públicos.
Plazo de resolución: Un mes.

Indemnizaciones por jubilación anticipada, incapaci­
dad permanente y fallecimiento. Plazo de resolución: Un
mes.

Ayudas económicas por estudios y a disminuidos. Pla­
zo de resolución: Tres meses.

Ayudas económicas por cuidado de hijos. Plazo de
resolución: Un mes.

Cualquier otro cuya resolución implique efectos eco­
nómicos actuales o puedan producirlos en cualquier otro
momento. El plazo de resolución será el indicado en
la normativa específica, y en su defecto el general
de tres meses previsto en el artículo 42.2 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

4. Se podrán entender desestimadas las solicitudes
de autorización de compatibilidad cuando, transcurrido
el plazo máximo previsto en la normativa estatal, no
se hubiere dictado resolución expresa por el órgano com­
petente de la Comunidad de Madrid.

DISPOSICION FINAL

Se autoriza al Consejero de Hacienda para dictar cuan­
tas disposiciones sean necesarias para el cumplimiento
de lo dispuesto en el presente Decreto.

Este Decreto entrará en vigor el día de su publicación
en el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid».

Madrid, 26 de agosto de 1993.-EI Presidente, Joaquín
Leguina.-EI Consejero de Hacienda, Ramón Espinar.

(Publicado en el ((Boletrn Oficial de la Comunidad de Madrid» núme­
ro 203. de 2 7 de agosto de 1993)


